 

SALA DE CASACIÓN SOCIAL
Ponencia del Magistrado Dr. OMAR ALFREDO MORA DÍAZ.-

 


Mediante escrito consignado por ante esta Sala de Casación Social en fecha 24 de mayo de 2001, la ciudadana Yrela Isabel Cham Rodríguez, en su carácter de Juez Unipersonal Nº 1 de la Sala de Juicio del Tribunal de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Yaracuy, solicitó la interpretación del literal “b” del artículo 383 de la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente, que establece los modos de extinguirse la obligación alimentaria; específicamente con relación al tribunal competente para conocer del procedimiento cuando el beneficiario alcanza la mayoría de edad y padece de deficiencias físicas o mentales, o se encuentra cursando estudios.

 


Recibida la solicitud, se dio cuenta en Sala en fecha 12 de junio de 2001 y se designó ponente al Magistrado Dr. Omar Alfredo Mora Díaz, a los fines de decidir el presente recurso de interpretación.

 


Siendo la oportunidad legal para ello, pasa esta Sala de Casación Social a pronunciarse en los siguientes términos:

 

- I -

 

DEL CONTENIDO DE LA SOLICITUD

 


Expone la solicitante textualmente, lo siguiente:

 

“Se han presentado varios casos ante este Tribunal que represento, sobre solicitudes de obligación alimentaria, cuyos beneficiarios alcanzan la mayoridad en el transcurso del procedimiento. Ahora bien, el artículo 383 de la Ley Orgánica para la protección del Niño y del Adolescente, establece los modos de extinguirse la Obligación Alimentaria y en el literal “b”, expresa:

 

‘Por haber alcanzado la mayoridad el beneficiario de la misma, excepto que padezca de deficiencias físicas o mentales que lo incapaciten para proveer su propio sustento, o cuando se encuentren cursando estudios que por su naturaleza, le impidan realizar trabajos remunerados, caso en el cual la obligación puede extenderse hasta los veinticinco años de edad, previa aprobación judicial’.

 

(omisis).

 

¿Es el Tribunal de Protección el que debe pronunciarse, aunque el solicitante de la Obligación Alimentaria no haya solicitado la aplicación del artículo 383, literal “b” eiusdem; o si se debe declinar la competencia a un Tribunal en Materia Civil Ordinaria, para que conozca de la causa?”.

 

 

- II -

 

DE LA COMPETENCIA

 


Pasa esta Sala a pronunciarse en relación a la competencia para conocer del presente asunto, y en este sentido se observa, (desde las sentencias de fecha 3 de agosto de 1995, 14 de noviembre de 1996, 13 de agosto de 1997, 4 de noviembre de 1999 y 6 de mayo de 1999, entre otras) el criterio pacífico y reiterado, según el cual, corresponde específicamente a la Sala Político-Administrativa el conocimiento en la materia bajo estudio, de conformidad con el artículo 43 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, en concordancia con el ordinal 24º del artículo 42 eiusdem, el cual asigna la competencia a este Máximo Tribunal para conocer de los recursos de interpretación que se formulen acerca del alcance e inteligencia de los textos legales.

 


Sin embargo, con la entrada en vigencia de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, se produce un cambio respecto de la competencia para conocer de los referidos recursos, por cuanto, el numeral 6 del artículo 266 eiusdem, consagra entre otras atribuciones del Tribunal Supremo de Justicia la de “Conocer de los recursos de interpretación sobre el contenido y alcance de los textos legales, en los términos contemplados en la ley”, expresando en su único aparte, que aquellas atribuciones que no se encuentren asignadas a las Salas en particular, serán ejercidas por las diversas Salas, conforme a lo previsto en la Constitución y en la Ley.

 


De allí, que la creación de las nuevas Salas por expreso mandato constitucional, reveladora del ánimo de especializar sus funciones con respecto a las áreas que constituyen su ámbito de competencia, trae consigo una modificación respecto a la Sala que inicialmente tuvo atribuida, exclusivamente por una disposición de rango legal al conocimiento en este tipo de recursos, y así lo estableció esta Sala de Casación Social, acogiendo el criterio de la Sala Político Administrativa, en decisión de fecha 31 de mayo de 2001, al siguiente tenor:

 

“La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela prevé en su artículo 262 la creación del Tribunal Supremo de Justicia y de las Salas que lo integran. Asimismo otorga, en forma expresa, ciertas competencias a sus distintas Salas y deja a cargo de la respectiva ley orgánica, la cual deberá ser aprobada por la Asamblea Nacional dentro del primer año, contado a partir de su instalación, la distribución de otras no atribuidas expresamente.

 

A los fines de mantener el funcionamiento integral del Estado, debe este Supremo Tribunal continuar en su labor como máximo administrador de justicia. Por tanto, aun cuando no haya sido dictada hasta el presente la aludida ley orgánica, reguladora de las funciones de este Supremo Tribunal, sus Salas están obligadas a conocer y decidir todos aquellos casos que cursaban por ante la extinta Corte Suprema de Justicia, así como aquellos que ingresen, atendiendo a la afinidad existente entre la materia debatida en el caso concreto y la especialidad de cada una de las Salas (véase decisión de esta Sala del 17 de enero del presente año, caso: José Ramírez Córdoba vs. Consejo Nacional Electoral).

 

 


En este sentido, la vigente Carta Magna establece en su artículo 262 lo siguiente:

 

“El Tribunal Supremo de Justicia funcionará en Sala Plena y en Sala Constitucional, Político-Administrativa, Electoral, de Casación Civil, de Casación Penal y de Casación Social, cuyas integraciones y competencias serán determinadas por ley orgánica.

 

La Sala de Casación Social comprenderá lo referente a la casación agraria, laboral y de menores.” (Resaltado de la Sala).

 

 


El caso sub iudice, al interponerse un recurso de interpretación acerca del artículo 383 de la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente, cuerpo normativo especial esencialmente destinado a la protección de derechos de la población infantil y adolescente, no cabe duda que tal circunstancia reviste un carácter afín con las competencias atribuidas a la Sala de Casación Social, y como tal debe considerarse competente para conocer de dicho recurso. Así se decide.

 

- III -

DE LA ADMISIBILIDAD DEL RECURSO

 


Establecida la competencia de la Sala para conocer el presente asunto, le corresponde ahora pronunciarse respecto de la admisibilidad del recurso intentado.

 


La Sala Político Administrativa de la entonces Corte Suprema de Justicia, a quien, como se expresó en el capítulo anterior de esta decisión le correspondía el conocimiento de este particular recurso, delineó los supuestos para su admisibilidad, siendo estos acogidos por esta Sala Social en decisión de fecha 31 de mayo de 2001 (Sonia Luz Salazar Harlepp, Prefecto del Municipio Autónomo Guaicaipuro), al expresar lo siguiente:

 

“(...) primero que se requiere que la norma cuya interpretación y análisis se solicita sea de rango legal, pues sólo procede este recurso para fijar el alcance e inteligencia de textos legales. En segundo lugar, es determinante que la propia Ley haya previsto de manera expresa el ejercicio de tal recurso respecto de las normas en ellas contenidas, sin que sea posible extenderlo a otras leyes, salvo que la propia ley que prevé su interpretación disponga de modo expreso su extensión a otros textos normativos. En tercer lugar, se debe verificar la conexidad entre el recurso intentado y un determinado caso concreto, lo cual posee un doble propósito: por un lado, verificar la legitimación del recurrente evitando el simple ejercicio académico de interpretación y por el otro permitir al intérprete apreciar objetivamente la existencia de la duda que se alegue como fundamento”.

 

 

Sobre este particular, es de resaltar que en el presente caso no se cumplen con las exigencias señaladas, pues, la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente, no establece en forma alguna recurso de interpretación del sentido y alcance de sus normas, siendo este el texto normativo que contiene el precepto cuya interpretación se solicita, y por otra parte, dicho recurso no está planteado en función de un caso concreto, por consiguiente, no entrará la Sala a conocer el mismo. Así se decide.

 

 

D E C I S I Ó N

 

 


Por las razones anteriormente expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara INADMISIBLE el recurso de interpretación propuesto por la Juez Unipersonal Nº 1 de la Sala de Juicio del Tribunal de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Yaracuy, ciudadana Yrela Isabel Cham Rodríguez, sobre el artículo 383 de la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente.

 

 


Publíquese y regístrese. Archívese el expediente y particípese con copia certificada de esta decisión a la solicitante antes identificada.

 

 


 Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas,    a    los  veintiséis   (  26  )   días   del  mes   de  julio de dos mil uno. Años: 191º de la Independencia y 142º de la Federación

 

El Presidente de la Sala y Ponente,

 

 

______________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

 

 

El Vicepresidente,

 

 

___________________________

    JUAN RAFAEL PERDOMO

 

 

       Magistrado,

 

 

_____________________________

 ALFONSO VALBUENA CORDERO

 

 

 

La Secretaria,

 

 

___________________________

BIRMA I. TREJO DE ROMERO
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